Carátula 


(Ingresa a Sala la delegación del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y de Seguridad Social del Senado tiene el gusto de 
recibir a los representantes del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, quienes nos habían 
solicitado una entrevista. 


SEÑOR GOINHEIX.- Hemos concurrido con la intención de plantear algunos problemas, situaciones e 
inquietudes. La primera, y más importante, es nuestra situación jubilatoria. A este respecto, hemos 
traído dos repartidos de diferente autoría -uno elaborado por el Capitán García y otro por quien habla- 
donde se proponen algunas modificaciones a la legislación. Esperamos que esta información sea lo 
suficientemente clara, pero si necesitan alguna ampliación, estamos a las órdenes. 


Básicamente, el trabajo que realizamos no es el común y corriente que se efectúa en tierra 
firme, donde se trabaja doce meses, menos veinte días de licencia, durante muchos años, por lo cual 
en treinta años calendario cualquier trabajador puede sumar con facilidad treinta años laborales. En un 
año trabajamos cuatro, seis y con mucha suerte ocho meses, lo que para computar treinta años reales 
de trabajo nos exigiría sesenta años de vida. También hay otras situaciones porque se nos fuerza a 
navegar en embarcaciones de bandera extranjera, lo que ocasiona que el aporte al Banco de Previsión 
Social no se realice. Aclaro que se nos fuerza, simplemente porque la Marina Mercante uruguaya ha 
desaparecido. En 1996 dejó de operar el último barco de ultramar y los que quedan son de cabotaje 
como Buquebús, es decir, un tipo de barcos que todos conocen. Nosotros trabajamos más en buques 
de ultramar, por lo que solicitamos una jubilación especial y que se baje la edad. Cabe agregar además 
que cuando llegamos a cierta edad las empresas extranjeras ya no se arriesgan a contratarnos por 
miedo a que tengamos algún quebranto de salud, como realmente nos sucede. Es así que nuestra vida 
útil es mucho más corta que la de un trabajador normal. Por lo tanto, solicitamos que se revean esos 
plazos. 


A su vez, queremos plantear el tema de las bonificaciones. Para la pesca ya se consiguió que 
se les computen tres años cada dos, pero por algún motivo eso no se aplica al resto de la Marina 
Mercante. 


En los escritos que les hemos traído se explican las causales y los fundamentos por los que 
estamos haciendo este pedido y también se dan algunos ejemplos de la legislación de otros países de 
Occidente. 


Si bien podríamos hablar largo y tendido, básicamente era eso lo que queríamos plantear. 


SEÑOR GARCÍA.- Nosotros sabemos perfectamente bien que existe una ley especial de jubilaciones 
bonificadas para determinados casos y que hay decretos, en los que se contemplan diversas 
situaciones, que están referidos a esa ley. De todas maneras, a nivel nacional existen leyes específicas 
para ciertos casos de jubilaciones bonificadas, que se apartan del contexto de lo que dice la ley 
general. Este problema ya lo hemos planteado con anterioridad y nos han dicho que tenemos que 
referirnos a la ley que existe y buscar que se apruebe un decreto. Ya hemos hablado reiteradas veces 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y no obtuvimos resultados. El decreto vigente para las 
jubilaciones de la pesca fue tergiversado porque cuando se presentó el proyecto se hablaba de “gente 
de mar” y no de “gente de la pesca” exclusivamente. De acuerdo a la legislación de la Organización 
Internacional del Trabajo, el término “gente de mar” comprende a todo aquel que realiza actividades en 
buques, sea cual sea la actividad a que se dedique en esa embarcación. Entendemos que se debe 
seguir con lo que desde el año 1946 solicita la OIT en varios Convenios de los cuales Uruguay es 
signatario. A nivel internacional, este organismo plantea que los marinos deben tener jubilaciones 
bonificadas de acuerdo a su tipo de trabajo. Por su parte, la Organización Marítima Internacional -OMI- 
posteriormente, reconoce que el tipo de trabajo abordo se realiza en un medio hostil y peligroso. Al 
punto, es de destacar que Uruguay también es signatario de los tratados de la OMI. Podemos dar 
algunos ejemplos de jubilaciones para marinos y, para ello, no necesitamos ir a Europa. Por ejemplo, 
Brasil y Argentina, por ley, tienen jubilaciones especiales, debido a la edad como por el tiempo abordo. 
En Argentina, la edad de jubilación de un marino es de 55 años; en Brasil, depende del tipo de tráfico 
que realice el barco, pudiendo llegar a los 52; y en España, se manejan con una paramétrica de 
porcentajes. 


En nuestro país, las empresas privadas se niegan a tomar personas de más de 50 años 
abordo de los barcos por el posible riesgo que representa la condición sanitaria de esas personas. 
Además, esas empresas se ven presionadas por las aseguradoras, pues estas les plantean que al 
contratar personal de esa franja etaria podrían correr el riesgo de que se les presente un problema de 
salud que no lo tendrían si contrataran a una persona de 20 años. Vale aclarar que esto no solo lo 
están haciendo las empresas privadas sino también el Estado uruguayo, porque cuando la 
Administración Nacional de Puertos o la ANCAP llaman para la contratación de personal, establecen 
como requisito la edad máxima de 45 años. Entonces, si el Estado está diciendo que una persona de 
más de 45 años no puede cumplir una función dentro de determinado organismo de ese mismo Estado, 
no puede estar negando una jubilación a una edad acorde a ese requerimiento. De acuerdo con la ley 
actual, ¿qué hacemos desde los 45 a los 60 años, que es la edad requerida para jubilarse? Nuestro 
trabajo es muy especializado, no podemos dedicarnos a hacer otras cosas porque en tierra no existe 
algo que pueda compararse a operar un barco. 


Por estas razones, estamos reclamando la creación de una ley que sea específica y que no 
esté sujeta a un decreto relacionado con una ley que fue creada para personas que trabajan en tierra. 


SEÑOR BAS.- Quería hacer una aclaración. Cuando se habla de marina mercante, estamos hablando 
de una actividad civil en buques de actividad comercial. En una palabra, buque mercante es todo 
buque que no es militar. Digo esto porque, justamente, existen muchas personas que confunden 
marina mercante con marina militar. Nos engloban en una misma actividad, pero son diferentes, se 
realizan en el mar pero, reitero, no son iguales. Concretamente, la actividad de los marinos mercantes 
está referida al cabotaje y a ultramar; ahora hay barcos de cabotaje -en los últimos años algunos de 
ellos se han dado de baja- ferrys y remolcadores que operan con barcazas en el río Uruguay. Es de 
esperar que en el futuro exista un mayor tráfico marítimo de ese tipo de barcos debido a las 
condiciones futuras de los precios de los combustibles, porque es transporte más barato. Los marinos 
y los barcos mercantes van a ser necesarios para cualquier República y esto tiene que ser un punto 
estratégico, como también la formación en todos los escalafones de un buque. Quería aclarar este 
aspecto porque a veces existe confusión sobre nuestra actividad y cómo está conformado un buque; 
por ello digo que se compone de departamentos. No sé si los aburro con este tema, pero les quiero 
informar que un buque generalmente está conformado por los departamentos de cubierta, máquinas y 
cámaras. En cada uno de ellos existen escalafones de oficiales y personal subalterno. 


SEÑOR GARCÍA.- Quisiera referirme a otro tema que tiene relación con las jubilaciones. 


Hace unos meses atrás -más precisamente, el 27 de diciembre de 2011- se votó la Ley N 
18.881, donde se establece que se permite el tráfico y operaciones de trabajos de todo tipo en aguas 
jurisdiccionales y territoriales de la República Oriental del Uruguay, realizados a través de organismos 
públicos o entes descentralizados; y, además, que se podrán presentar dragas o similares y buques de 
apoyo a esas embarcaciones, conservando el pabellón y la tripulación de origen de esos barcos. En 
nuestra opinión, esto deroga la legislación consuetudinaria con relación a la protección de bandera, 
cosa que no solamente ocurre en Uruguay, sino también en Europa, en Estados Unidos o donde se 
mire. Esto permite que una embarcación, que tiene una bandera y se rige por una legislación acorde a 
ella, con una tripulación contratada de acuerdo a las condiciones de esa bandera, opere y trabaje en 
territorio nacional. Es como si mañana se permite que un ómnibus con matrícula y choferes de Brasil, 
trabaje en Montevideo transportando pasajeros. Esto crearía un problema no solamente en cuanto a 
los puestos de trabajo, sino que también entraría en colisión con la legislación vigente. Por ejemplo, con 
relación a una draga francesa, que tiene su propia legislación laboral -que no es la misma que la nuestra- y 
requerimientos técnicos específicos, no tenemos forma de encastrar las dos reglamentaciones para 
obtener un solo resultado. Hace muchos años ya que esto fue comprendido por todos los países y por 
eso se planteó que no pueden operar barcos con banderas extranjeras en territorio nacional. ¿Por 
qué? Entre otras cosas, porque hay una cuestión de responsabilidades, tanto civiles como penales, 
que tiene el comando de una embarcación de esta naturaleza, que no es cubierto por un uruguayo. 


SEÑOR MORELLI.- ¿Ustedes estarían abogando para que las tareas del dragado sean realizadas por 
dragas con bandera nacional? 


SEÑOR GARCÍA.- Exactamente. 


SEÑOR MORELLI.- ¿Cuántas dragas de bandera nacional y de qué empresa privada -o sea, que no sean 
públicas- existen en el Uruguay? Creo que no son muchas, ¿no? 


SEÑOR GARCÍA.- Dragas de bandera nacional privadas, no tenemos. La Administración Nacional de 
Puertos tiene dos dragas, la draga 7 y la draga 9, que están en funcionamiento desde hace más de 
treinta años, o sea que son bastante viejas. Hasta el surgimiento de esta ley, lo que se planteaba era 
que si la embarcación se contrata para trabajar en territorio nacional, debía tener bandera nacional, 
tripulación uruguaya y, sobre todo, que las dragas debían estar a cargo de un comando uruguayo. Si 
se está navegando con una draga holandesa, cuyo comandante es holandés, lo primero a tener 
presente es que no va a hablar el idioma. Se me podrá decir que se puede poner un traductor, pero en 
una emergencia o ante una situación problemática, muchas veces los traductores se equivocan; como 
dicen los italianos: traduttore, traditore. Por otro lado, ¿bajó qué jurisdicción laboral y legal se encuentra 
la gente que está a bordo de esas dragas? Aunque se ponga personal uruguayo, igual es un disparate 
jurídico. Yo, uruguayo, con una habilitación y con un título, no puedo embarcar en una draga francesa; 
sin embargo, están embarcando personal, pero la legislación francesa no me lo reconoce. Si ese 
personal embarca con un cargo determinado en una draga francesa, holandesa, belga o de donde 
sea, se está cometiendo un delito para la autoridad francesa, holandesa o belga. Entonces, ¿en qué 
condiciones se encuentra ese personal que está embarcando porque nuestros títulos no son 
reconocidos por otros países? 


SEÑOR MORELLI.- Quizás no me hice entender con la pregunta que formulé. El señor García me dice 
que no existen dragas de bandera nacional en manos privadas y que hay dos dragas de bandera 
nacional en manos de la Administración Nacional de Puertos, pero son viejas y no sirven. Entonces, 
¿qué solución habría? ¿Una draga de bandera extranjera -porque no hay nacionales- podría ser 
comandada por un uruguayo? 


SEÑOR GARCÍA.- El asunto es muy simple. Si se viene a trabajar a territorio uruguayo, acá hay reglas 
y habría que informar cuáles son. Eso no diferiría de lo que ocurre en otros países. Entonces, mientras 
se esté operando, las embarcaciones deberían cambiar la bandera, y eso es un trámite. La 
argumentación para fundamentar la ley no es lo que se dice. Entendemos que jurídicamente el 
proyecto de ley está mal redactado y, además, la argumentación es muy tendenciosa porque para el 
cambio de la bandera se habla de “un tiempo prudencial” y yo les pregunto, ¿qué consideran ustedes 
un tiempo prudencial? Dejo pendiente esa pregunta porque parece una nebulosa. No se dice que se va 
a demorar un año, diez meses, tres días o cincuenta años. La ley de embanderamiento hace referencia 
a que el plazo de embanderamiento de una embarcación es de 48 horas y la argumentación de la Ley 
N“ 18.881 es que la demora en cambiar la bandera le causa perjuicios al armador. Ahora bien, ¿no se 
le causaron perjuicios a los dueños de las pasteras cuando tuvieron que hacer los trámites para 
obtener la aprobación medioambiental y demás? ¿A los Senadores les parece que un perjuicio de 48 
horas, 72 horas o 5 días puede parar a un inversionista que quiere poner una draga en Montevideo? 
Creo que no. Además, se debe tener presente el tipo de inversión. 


SEÑOR GOINHEIX.- Para mí un buque es un bien mueble y es el más mueble de todos los bienes 
mueble que pueda haber. En cuestión de horas, un buque cambia de bandera. Da más trabajo pedir al 
proveedor que traiga una bandera de tal país y que la compre en Ponti, que los trámites legales. 


Hace poco tiempo fui a Dinamarca, a las Islas Feroe, a buscar un barco de Grinfin, que es 
una empresa que tiene Fripur en Argentina. El barco tenía bandera de Dinamarca, durante 30 días -que 
fue lo que duró el viaje- le pusimos la bandera de Panamá y cuando llegó a Argentina le pusimos 
bandera argentina. Actualmente, el cambio de banderas es algo muy sencillo; gracias a la aprobación 
de la ley de embanderamiento de 1994, ya no es engorroso cambiar la bandera. Por medio de esta 
ley, justamente, se trató de incentivar a los inversionistas extranjeros a embanderar con nuestra 
bandera. 


Cuando se necesita una draga, la solución en Uruguay o en cualquier parte del mundo es 
traer una y embanderarla, por ejemplo, con la bandera uruguaya; de este modo, entra al sistema legal 
uruguayo. 


En una Comisión de la Cámara de Representantes dije que a los legisladores les resulta fácil 
romper el Estado de Derecho que tenemos, aplicando nuevas leyes. Después de largas deliberaciones 


en el Poder Legislativo, se aprobó que el cabotaje tuviera bandera uruguaya, que tiene el mismo 
fundamento que el de otros países del mundo. Ahora, por la circunstancia de que hay que dragar aquí 
O allá, se cambia la ley, desoyendo así a los legisladores que nos precedieron. La solución es cambiar 
de bandera. 


Sé que estamos mezclando el tema de la draga con la jubilación. Pero el señor Bas recién ha 
dicho algo. 


SEÑOR MORELLI.- Perdón, pero quiero dejar constancia de que los Legisladores no rompen el 
Estado de Derecho creando nuevas leyes, sino que votan nuevas leyes que están dentro del Estado de 
Derecho, porque es una de las facultades que tenemos. 


Usted sabrá disculparme, pero como el tema no es de mi especialidad, tengo que hacer 
alguna pregunta. Traer una draga que no abundan en el mundo, que están en Bélgica o en Holanda... 


SEÑOR GARCÍA.- En China se consiguen dragas a granel. 


SEÑOR MORELLI.- Eso, entonces, me da la razón. Cuando viene una draga de tan lejos a hacer un 
trabajo corto, por ejemplo de acceso al Puerto de Montevideo, le exigimos bandera uruguaya para 
trabajar. Pero, de repente, el trabajo lo hace en poco tiempo y va a Buenos Aires a hacer otro tipo de 
trabajo y con toda naturalidad los argentinos nos van a decir que debe tener bandera argentina. Hablo 
de trabajos cortos, breves. 


SEÑOR GOINHEIX.- Pido disculpas porque me expresé mal; no estoy acusando a los Legisladores de 
romper la ley. Aprovecho esta situación para referirme a un punto que es muy breve, que es el de 
proponer a los Senadores que tengan una comisión de marina mercante para que se puedan 
especializar en el tema. 


En cuanto a la pregunta formulada por el señor Senador, quiero decir que la solución no es 
únicamente cambiar de bandera. Si una draga tiene un trabajo en Uruguay, otro en Chile y otro en 
Argentina, no es tan difícil ponerle bandera uruguaya, chilena y argentina. Otra solución posible es la 
que vemos en Brasil, donde se aceptan buques de bandera extranjera bajo condiciones nacionales. De 
hecho, hace poco estuvo en Río de Janeiro en una draga de dueños portugueses y bandera de no 
recuerdo qué país, que estaba dragando en esa ciudad bajo legislación brasileña. Personalmente, tuve 
que gestionar la residencia y empezaba a aportar a lo que sería su banco de previsión social, 
quedando regulado por su legislación. En el caso de Argentina, desde la época de Menem hay buques 
con bandera extranjera y tratamiento argentino. Quiere decir que hay múltiples soluciones. 


Ahora bien, me parece que nos estamos entreverando con el tema de las dragas, que es 
muy circunstancial -es de hoy, tal vez de mañana y del año que viene- cuando tenemos asuntos más 
de fondo para considerar como el de la jubilación. 


SEÑOR GARCÍA.- Fundamentalmente, nos preocupa y nos parece inadmisible la colisión de 
legislaciones que hay en este tema, la debilidad de los fundamentos en la elaboración de este tipo de 
normas y el precedente que sientan. Además, la norma tiene fallas de fondo y de forma. Por ejemplo, 
habla de dragas de cualquier tipo y embarcaciones de apoyo o similares. Una persona que no es 
técnica en el tema no entiende de qué se trata, pero nosotros, que lo conocemos, sabemos que da 
para hacer cualquier cosa. Lo peor de todo es el precedente que sienta, porque mañana va a venir un 
armador, una agencia o una empresa y va a pedir ampararse a la misma legislación alegando que va a 
hacer un trabajo de importancia nacional. No nos olvidemos que en estos momentos se está 
trabajando en la adjudicación de contratos para la perforación petrolera y gasífera. ¿Quién la va a 
hacer? ¿Con qué barcos? ¿El Uruguay va a tener algo que ver? Supongo que no es solamente el 
porcentaje que va a recibir Ancap; esa sería una situación catastrófica. A lo largo de la historia hemos 
visto que cuando un país cede la soberanía, luego no puede recuperarla o le cuesta muchísimo 
hacerlo, y en este caso estamos cediendo soberanía; no me refiero a ésta como una entelequia o una 
cosa abstracta sino a la realidad. 


Se habla de crear puestos de trabajo, pero con esta ley indudablemente no se los crea, y 
menos los calificados. 


SEÑOR BAS..- En cuanto a las dragas, el tema es el siguiente. ¿Qué es lo que procura el armador de 
un país extranjero? Proteger a sus empleados bajo sus leyes. Nosotros tenemos que hacer lo mismo, 
aunque ellos aducirán cualquier cosa, diciendo que es por un problema técnico. En el caso de una 
draga especial que precise tener algún técnico, nadie dice que no pueda haber un especialista de esa 
empresa extranjera a bordo, cumpliendo funciones. Pero toda la otra actividad laboral que se hace en 
territorio nacional o en aguas de jurisdicción uruguaya -como bien dijo el Capitán Goinheix; las leyes 
anteriores son claras al respecto- es decir, todo lo que es el cabotaje y los servicios de remolcadores, 
lanchas y demás, quedará reservado a los buques de bandera nacional. La ley está bien clara, pero se 
modifica por intereses privados. 


Después se habla de embarcaciones de apoyo; justamente, vino una draga con un 
remolcador de apoyo -que no es algo muy común- y, entonces, no lo incluyeron. Ahora este remolcador 
de apoyo está en la dársena C de Montevideo; se trata de un remolcador de bandera belga, cuyo 
capitán habla en inglés. Quisiera saber cómo un barco de cabotaje, dentro de la bahía de Montevideo, 
con un capitán que habla en inglés, podrá operar de manera fluida. Es claro que ellos defienden sus 
fuentes de trabajo. 


Además, se suceden otras situaciones. Un barco que entra y sale del Puerto de Montevideo, 
si es extranjero, tiene que llevar práctico. Entonces, habría que exonerarlo de la utilización del práctico 
para que la embarcación entre y salga. Todo eso se obviaría si la embarcación tuviera bandera 
uruguaya. Por esa razón, sanamente, las leyes anteriores dicen bien claro que, en el caso del cabotaje 
y navegación interior, los barcos deben tener bandera nacional. 


Por otra parte, se habla de “poco tiempo” y quiero indicar lo siguiente. La ley habla de 18 
meses, o sea que puede operar hasta un año y medio de esa manera. Si una empresa trabaja un año y 
medio con esa draga y luego, para habilitar otro año y medio, la cambia por otra, puede seguir de largo. 
¿Qué sucede? Que pronto van a surgir trabajos de dragado en el Uruguay y esto se volverá a repetir, 
por ejemplo, en el puerto de aguas profundas en La Paloma o con el dragado de futuros puertos en el 
río Uruguay. Estos problemas seguirán porque en este país no hay una planificación sobre temas de 
marina mercante a largo plazo. 


El señor Senador Morelli preguntó por qué si una draga viene con una bandera, hay que 
cambiarla. Justamente porque así está establecido en la legislación uruguaya. Ahora se está tratando 
de elaborar una pequeña ley y darle cierta legalidad para que esta draga opere de esa manera en la 
República. 


SEÑOR MOLEDO.- Quería comentar que navegué en una draga china con bandera uruguaya que 
trabajaba en el Puerto de Montevideo desde agosto de 2009 a enero de 2011, por cuanto puedo 
comentar perfectamente de qué estamos hablando. Previamente, en el año 2008, estuve en otra draga 
china de la misma empresa con bandera uruguaya que trabajó tres meses, atendiendo una tarea 
específica que duraba ese tiempo. En las dos oportunidades se le puso bandera uruguaya y no hubo 
ningún problema. El solo hecho de ponerle bandera uruguaya implicó que automáticamente esa 
empresa se tuviera que regir por las normas uruguayas que regulan seguridad social, aportes, 
obligaciones y por la legislación marítima. Al tener bandera uruguaya, le comprenden las generales de 
la ley. Sinceramente, ahora nos planteamos cuál es el sentido de exonerar a estos buques extranjeros 
de ponerles bandera uruguaya y después tener que hacer una cantidad de enmiendas -porque ya nos 
dijeron que así sería- y excepciones. Por ejemplo, habrá que ver si se quita la obligación de que todo 
buque extranjero que entre a la bahía de Montevideo deba tener práctico a bordo, tanto para salir como 
para entrar. Eso sería engorroso y oneroso para los armadores extranjeros, y ese no es nuestro 
interés. El hecho real es que no es práctico. 


Además, los sindicatos se están moviendo para que sean tripulados básicamente por 
personal uruguayo. Personalmente, voy a embarcar en una draga china que va a venir a mediados de 
julio y va a operar a mediados de agosto en el Puerto de Montevideo, y está todo arreglado para que 
funcione dentro de lo que marque la ley en ese momento. Los trabajos de dragado en el puerto se 
tienen que hacer sí o sí; no se puede esperar indefinidamente porque de lo contrario los buques no van 


a poder entrar. El hecho es que a ellos les daría lo mismo porque, tal como lo hicieron en dos 
oportunidades, no tendrían ningún problema en poner bandera uruguaya y acogerse a la legislación 
uruguaya. Así se resolvería todo. 


En definitiva, habrá que poner una cantidad de excepciones y consideraciones especiales y, a 
su vez, los sindicatos están haciendo gestiones para que los trabajadores tengan ciertos derechos 
porque van a estar en un buque de bandera extranjera. Ojalá nunca pase nada, pero si llega a ocurrir 
un accidente, un incidente o una colisión, ¿quién es el responsable? Hay un capitán chino o un capitán 
belga, pero resulta que a bordo también hay autoridades uruguayas. Ahí va a haber una colisión de 
poderes y no sé qué va a pasar; es más, puede llegar a haber un problema internacional por no tener 
las cosas bien definidas. Eso se arreglaría poniendo bandera uruguaya. Cuando el barco tiene bandera 
uruguaya, hay oficiales y técnicos extranjeros a bordo, pero hay un capitán uruguayo que es 
responsable por todo lo que pasa. Así de simple. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GARCÍA.- En cuanto al tiempo de dragado, acá hubo una omisión porque ese procedimiento 
no se hace por única vez, sino que se debe seguir haciendo mantenimiento. De hecho, la draga Riovía 
-que tanto se mencionó- hace años que está operando, porque el puerto no se draga una sola vez y 
queda así durante cincuenta años, sino que se tiene que continuar. Es decir que es muy raro que 
existan trabajos cortos; hay un trabajo puntual, pero después viene el mantenimiento. En ese sentido, 
creo que más o menos queda respondida la pregunta. 


Tal vez a un inversor le podría servir tener una, dos o diez dragas permanentes con bandera 
uruguaya, pero si le digo que puede mantener las condiciones de bandera y de tripulación de origen, 
evidentemente, jamás va a venir a poner nuestra bandera. 


En definitiva, nos preocupa este caso puntual porque esta legislación se elabora pensando en 
el momento, en el hoy para mañana, pero después no es fácil cambiar una ley. Creo que no es práctico 
que todas las semanas estemos haciendo leyes porque cambian las condiciones. Además, todo esto 
va en detrimento de lo que dice la ley de fomento a la marina mercante, que declara de interés nacional 
el desarrollo de una marina mercante. Todo lo que aquí se ha hecho -y no me refiero solo a esto 
porque hay normas anteriores- ha ido precisamente en contra de eso. Con esto, por un lado, se ha 
estropeado el funcionamiento de las empresas navieras. Es más, tenemos barcos que los armadores 
están regalando, porque hay incentivos para seguir trabajando; y, por otro, estamos presenciando la 
destrucción de la carrera. Si los señores Senadores observan los folios que hemos entregado, además 
del tema jubilatorio, planteamos algo inédito en este país: el cobro de los títulos. Tenemos que pagar 
para estudiar en instituciones públicas. Me gustaría preguntar a los señores Senadores dónde ocurre 
eso. Pero, además, por disposiciones totalmente ilegales, tenemos que volver a pagar para habilitar el 
título. Con respecto a esto se elaboró una legislación muy endeble y para el caso el Ministerio de 
Defensa Nacional no ha dado ninguna explicación. Lo digo porque, en definitiva, el responsable es el 
Ministerio de Defensa. Aprovecho a señalar que frente a los reclamos realizados, es vergonzoso lo que 
nos respondió -en cualquier momento podemos traer las copias que nos ha enviado después de años 
de estar planteando el tema- y nadie ha investigado sobre el tema. Incluso hemos llegado a denunciar 
esto al señor Presidente de la República. Queremos alertar al sistema político sobre todas estas 
cuestiones; más adelante, veremos cómo proceder. 


Los planteos que hemos realizado en este ámbito los venimos haciendo desde hace muchos 
años y nunca ha habido interés en responderlos. Es más, el tema de la jubilación lo hemos llevado a 
la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la única respuesta que tuvimos fue errónea. 
Concretamente, el Subsecretario de ese entonces nos dijo que no teníamos derecho a una jubilación 
bonificada, porque estábamos aportando sobre fictos. Eso no es verdad, porque el aporte que 
realizamos es por el total del sueldo; por lo tanto, se están utilizando argumentos que no son válidos. 
Por su parte, el Ministro nos aconsejó que insistiéramos con el planteamiento; pero, en realidad, no 
podemos insistir mucho más, porque está todo presentado y legalizado. Presentamos la legislación 
vigente a nivel internacional y los argumentos son valederos, ¿en qué más vamos a insistir? 


SEÑOR GOINHEIX.- Creo que la forma en que hemos expuesto nuestro planteo ha fracasado. Los 
señores Senadores se pueden preguntar a qué vino esta gente. Estamos haciendo mención a una 


serie de situaciones que son claras para nosotros, porque las conocemos, pero me da la sensación 
que les está llegando en forma un tanto confusa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por la información que nos acercó la Secretaría con relación al tema de la 
bonificación de servicios, podemos decir que en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social funciona 
una comisión especial de bonificación de servicios que tiene carácter técnico y está integrada por 
médicos laboralistas. Está integrada con representantes de los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social y de Salud Pública y del Banco de Previsión Social y sesiona una vez por semana, 
concretamente, los días martes. Esta comisión elabora un informe que se eleva al Director Nacional de 
Trabajo, el señor Vaz, y de acuerdo con el propio Poder Ejecutivo resuelve decretar o no la 
bonificación. Se me informa que la comisión no recibe a los solicitantes, que trata las solicitudes por 
estricto orden de llegada. 


Esta información es importante porque quiero aclarar que cualquier proyecto en materia 
jubilatoria, no puede contar con iniciativa parlamentaria, pues es competencia del Poder Ejecutivo, tal 
como lo estableció la reforma constitucional de 1966 -la llamada “reforma naranja”- que concentró en el 
Poder Ejecutivo las potestades de iniciativas relativas a recursos financieros, normas presupuestales, 
etcétera. Por tanto, sin la participación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y del órgano 
especializado de esa Cartera, es muy difícil avanzar. En tren de allanar caminos y para que la reunión 
sea fructífera, entiendo que es muy importante tener presente esa información. De lo contrario, como 
nosotros no podemos impulsar esa iniciativa, quedaríamos a medio camino cuando lo que ustedes 
pretenden es encontrar una solución. Es por ello que nos permitimos informarles acerca de la 
existencia de esta comisión y del trámite ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como 
condición fundamental para llevar adelante la iniciativa. 


SEÑOR MOLEDO.- Quiero aclarar que aquí no venimos a hacer un descargo ni a protestar; por eso, 
disculpen si en algún momento les pudo parecer que era así. Al contrario, venimos a que nos 
aconsejen y nos digan qué timbre debemos tocar para llegar a una solución definitiva. 


El Presidente nos decía que los días martes funciona en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social una comisión de seguridad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de una comisión especial de estudio de las solicitudes de bonificación 
de servicios. 


SEÑORA SECRETARIA.- La solicitud se presenta en la mesa de entrada del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y de allí se eleva a la comisión que funciona los días martes. De acuerdo con la 
complejidad del tema de la bonificación de los servicios, la comisión puede demorar algunos meses en 
expedirse. Una vez que ustedes presentan por escrito los argumentos y la legislación existente sobre 
la materia, se estudia la documentación y luego la comisión se expide y nos notifica si es viable o no la 
solicitud. 


SEÑOR GARCÍA.- Quisiera aclarar lo siguiente. Hace unos tres años -no recuerdo bien la fecha- se 
presentó la documentación con todos los argumentos tal como se plantean. Nosotros presentamos un 
proyecto sobre las jubilaciones, pero pasaron meses y la comisión no se reunía. Finalmente, después 
de un año, fuimos a hablar con el Ministro de ese momento y se nos informó que había diez o doce 
expedientes, pero el nuestro no aparecía. Entonces, no quedaba más que hacer porque no íbamos a 
iniciar nuevamente un trámite ante una comisión que no se sabía cuándo se reunía. Nos aburrimos de 
llamar por teléfono y de tratar de ubicar a la gente de la comisión, pero no tuvimos éxito. Como dije, 
después de mucho tiempo se nos dijo que la comisión había perdido nuestro expediente y ante esa 
situación, no sabíamos qué hacer. Como se darán cuenta, en los papeles podrá estar todo muy bien, 
pero en la práctica no funciona así. 


SEÑOR MOLEDO.- Ahora iniciaremos un nuevo trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros podemos plantear ante el Ministerio la comparecencia de la 
delegación y el interés de encontrar una solución al tema. 


SEÑOR GOINHEIX.- En uno de los repartidos presentamos algunas modificaciones a unos artículos de 
la Ley N* 16.713, lo cual sí sería competencia de esta comisión. Nosotros vamos a comenzar las 
gestiones que nos han planteado, pero deben entender que somos un gremio y que estamos lejos de 
representar a todos los marinos, al igual que el resto de los gremios. 


Respecto al artículo 38, se proponen dos modificaciones. Lo que propongo es agregar el 
siguiente párrafo: “Tanto en el caso de estudio de nuevas actividades a incorporarse a este régimen de 
bonificación, como en la eventual del mantenimiento de las incluidas, el Poder Ejecutivo” -creo que el 
espíritu de la ley es que el Poder Ejecutivo revise cada cinco años las que están incluidas- “convocará 
a todos los gremios reconocidos que fueron afectados para que acompañen la metodología del 
estudio”. 


Puede ocurrir que nosotros nos presentamos el lunes e iniciamos las gestiones y el 
organismo seguramente va a pedir que presentemos los argumentos, y lo hacemos, pero de forma 
desprolija, inadecuada y la conclusión será que no llegamos a nada. Así, el sindicato de los marineros, 
los maquinistas, etcétera, serán víctimas de nuestra ineptitud al hacer una mala gestión, porque si el 
día de mañana los maquinistas van con la misma inquietud, les dirán que acudió el Colegio y fue 
rechazado. Trato de justificar el articulado por el que se pide al Poder Ejecutivo que si va el Colegio de 
Profesionales de la Marina Mercante, convoque a otros gremios -que conoce el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social- y les pregunte qué piensan, si están de acuerdo con la metodología del estudio y si 
comparten los datos que fueron recopilados. Aclaro que lo que agregaría, en el repartido que les 
hicimos llegar, figura en verde, y lo que propongo sacar del texto aparece en gris. 


Me gustaría que revisaran con tiempo si esto se encuadra en el espíritu de la ley. Con esto 
no queremos indicarles qué es lo que tienen que hacer; ya los hemos agraviado bastante al decir que 
los Legisladores rompen la ley y que no saben legislar. Para peor, ahora, les enseñamos cómo 
legislaría un capitán mercante. Espero que aprendan la lección. Obviamente, esto lo digo 
sarcásticamente. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo que hay ciertos puntos que quedaron aclarados. Queremos hacer hincapié en 
lo relativo al tema de las jubilaciones y dejamos planteada nuestra posición por escrito. Quiero 
recordar, también, los otros dos planteos que hicimos. 


Uno de ellos es el de la legislación del embanderamiento de los buques. No se puede decir 
en forma rápida y fácil que se va a permitir que un buque de bandera extranjera opere en aguas 
uruguayas. Creo que lo mejor que se podría hacer con esta ley es, lisa y llanamente, derogarla porque 
va en contra de todos los principios jurídicos nacionales e internacionales. Vamos a aclarar una cosa: 
no hay reciprocidad en este tipo de cosas. Si viene una draga francesa a trabajar al Uruguay y 
aplicamos esta ley, cuando vaya un buque uruguayo -sea draga o cualquier otro- a trabajar en aguas 
francesas, ¿qué ocurrirá? Que lo hundirán. ¡Entonces, vamos a ponernos un poco la camiseta y a 
aplicar el concepto de reciprocidad! ¡No regalemos nada! Esta forma de actuar está minando lo poco 
que va quedando de la marina mercante uruguaya, esto es, la actividad marítima comercial e industrial. 


El otro tema está relacionado con la discriminación que se produce si tenemos en cuenta lo 
que establece la Constitución de la República Oriental del Uruguay: que la educación es laica, gratuita 
y obligatoria. Digo esto porque una institución del Estado cobra los títulos, su habilitación y los cursos 
de perfeccionamiento. Creo que claramente se está infringiendo la ley; ni más ni menos que eso. Las 
explicaciones brindadas no son de recibo y, hasta ahora, los sucesivos Ministros de Defensa Nacional - 
porque, en última instancia, es esa Cartera la que tiene que frenar o permitir este tipo de cosas- no han 
dado la cara para brindar explicaciones. Acá hay que respetar la legislación del trabajo. El que paga un 
curso está en desventaja frente a una persona que no lo paga; si tengo que pagar una habilitación para 
ejercer mi profesión, estoy en desventaja frente al que no lo paga. Ni los abogados, ni los médicos ni 
los escribanos tienen estas cargas impositivas; son inventadas e inclusive se basan en leyes que han 
caducado. Si los señores Senadores quieren, les podemos traer información de las leyes y los 
artículos en los que se basaron para hacer esto. Se cobran cosas que figuran en balances 
presupuestales y Rendiciones de Cuentas cuando la Constitución establece claramente que esas 
normas solo tienen validez para el período de Gobierno en que se votan. ¿Es cierto o no esto? 
Consideramos que se está atentando contra el trabajo. A ello hay que agregar que los títulos tampoco 
se reconocen después de pagarlos. La Prefectura Nacional Naval -que es el organismo que exige el 
cobro- otorga un título que es refrendado por una organización internacional y que habilita a un 


capitán a navegar en forma ilimitada en todo tipo de embarcaciones, entendiéndose por ilimitado lo que 
va de cero a infinito en el tamaño y en el tonelaje de la embarcación. Ahora bien, si ese capitán, con 
ese título, quiere navegar mañana en un remolcador se le dirá que para hacerlo debe sacar y, lo más 
importante, pagar tres habilitaciones: patrón de cabotaje, patrón de tráfico y patrón de media altura. Es 
como si a un médico le preguntáramos si tiene un certificado otorgado por la Universidad de la 
República que lo avale como tal y para dar una inyección tuviera que sacar un certificado que dijera 
que realizó los estudios de enfermería; ni más ni menos. La argumentación es, independientemente de 
lo que diga la ley, que hay una reglamentación interna. Entonces, ¿qué vale más? ¿La ley o la 
reglamentación interna de un organismo del Estado? Está pendiente la pregunta y nadie la contesta. 


Creo que queda claro todo lo que está afectando una actividad que entendemos que el país 
necesita y necesitará, habida cuenta de todo lo que se está hablando, tanto de los dragados, de los 
puertos de aguas profundas, como de la perforación petrolera. Por lo tanto, hay que preverlo desde 
ahora. Ya venimos con atraso y no podemos esperar a tomar medidas después que pasen las cosas. 


Si no hay ninguna pregunta, esto es lo que teníamos para decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere aclarar que hay aspectos que se mencionaron aquí que 
atañen más a la Comisión de Transporte y Obras Públicas que a la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social. Todo lo que tiene que ver con la legislación sobre la bonificación, el retiro y los 
títulos, obviamente es materia de esta Comisión, pero lo relativo al dragado compete a la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas. Por delicadeza, la Comisión ha recibido la información sobre el tema del 
dragado, pero les adelanta que remitirá la versión taquigráfica a la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas. 


SEÑOR BAS.- Nos hemos referido también al tema del dragado como defensa del trabajo uruguayo. 


SEÑOR GOINHEIX.- Me gustaría insistir en que los señores Senadores ponderen la conveniencia de 
tener una Comisión de marina mercante que se empape de la temática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos un Reglamento. En todo caso, es una iniciativa que se debe plantear 
al señor Presidente del Senado. 


SEÑOR GOINHEIX.- Agradecemos mucho la atención que nos han brindado, más aun sabiendo que 
están trabajando desde muy temprano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del Colegio de Profesionales de la Marina 
Mercante. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 27 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


